LEGISLATURA  DEL  ESTADO
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

INICIATIVA PRESENTADA POR EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

CON FECHA:   23 DE NOV DEL 2004.

DECRETO:   20905

CONSTITUCION  POLITICA

DEL ESTADO DE JALISCO

CIUDADANOS  DIPUTADOS:


Los suscritos diputados integrantes del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, en uso de las facultades que nos conceden los artículos 28 fracción I, de la Constitución Política, así como lo dispuesto por los numerales 22 fracción I, 147 fracción I y 148 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, proponemos a esta Asamblea, la siguiente Iniciativa de Decreto que reforma diversos dispositivos de la Constitución Política del Estado de Jalisco, en materia de transparencia y acceso a la información pública, para lo cual realizamos la siguiente:

Exposición  de  Motivos


Mediante iniciativa presidencial de fecha 5 de octubre de 1977 se inició el proceso legislativo que adicionó el artículo 6° de la Constitución General de la República en el sentido de que el derecho a la información será garantizado por el Estado. Este proceso que culminó el 6 de diciembre de ese año, inauguró una nueva etapa en la relación de los gobernados con el Estado. No obstante que la leyenda adicionada consta de diez palabras: “el derecho a la información será garantizado por el Estado” el sentido teleológico del precepto, ha sido motivo de múltiples e inacabas discusiones. Sin embargo, una de las consecuencias virtuosas de esa reforma, fue legitimar desde el texto constitucional, el anhelo de la gente por tener acceso a la información generada desde las esferas del poder. 


Desde las graderías ciudadanas, el manejo de las cosas públicas se nos exhiben como una tramoya indescifrable. Anudados por innumerables preceptos legales, las instituciones, intereses políticos y económicos, gobernantes y actos de gobierno, evolucionan en movimientos que la ciudadanía no alcanza a percibir. Conocer y comprender los actos del gobierno se vuelve tarea para iniciados, quienes la mayor de las veces adivinan sus conclusiones ante la ausencia de información clara, abundante y oportuna. 


Es este estado de cosas a lo que la doctrina ha denominado opacidad del gobierno. En el campo de la empresa privada, la opacidad se equipararía al velo corporativo, que algunas compañías utilizan para esconder la responsabilidad subjetiva de los dueños. 


Cualquier forma de opacidad o velo es reprochable cuando se sirven de ellos para realizar actos en perjuicio del interés general o de terceros. 


Precisamente en el combate a la opacidad del gobierno, la reforma al artículo 6° constitucional se constituyó en punta de lanza. Como señalamos, es el soporte jurídico que respalda a los ciudadanos para exigir toda la información pública que se encuentra en los archivos y escritorios del gobierno. 


La transparencia -junto con los procesos electorales confiables, la Participación Ciudadana y el desarrollo social- es pilar en donde descansa el sistema democrático. Sin claridad administrativa se anida la corrupción y se compromete el bienestar social. Por eso es necesario reglamentar el derecho a la información. Esta prerrogativa tiene un valor instrumental. Es vehículo indispensable para la modernización administrativa y por ello es condición forzosa en el combate a la corrupción y la distribución equitativa de los beneficios de los recursos fiscales. 


Como consecuencia de una irreflexiva decisión legislativa que privilegió el impacto en los medios de la calidad legislativa (y de ello dan constancia la omisa discusión en comisiones y en el pleno), el Estado de Jalisco se convirtió hoy en día en la entidad con la peor ley de transparencia del país. Pero eso si, con la publicación de la Ley de Transparencia e Información Pública en el Periódico Oficial del 2 de enero del 2002, Jalisco se convirtió en el primero en el país en generar una legislación en la materia (La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental fue publicada el 11 de junio del 2002), aunque esa llegada a la meta hubiera significado entregar al pueblo una maltrecha ley de transparencia, llena de lagunas o vacíos que favorecen la opacidad de las instituciones públicas.


Procedimientos complejos en caso de solicitudes de información rechazada, vaguedad conceptual, sanciones irrelevantes y ausencia de un órgano autónomo de control, son algunas de las deficiencias más marcadas de la ley vigente.


Por ello se han dejado oír voces de las sociedades civiles e institucionales, que propugnan por dotar a la entidad de una nueva y moderna legislación en materia de transparencia y acceso as la información pública.


La presente iniciativa se suscribe en esa dinámica social. Jalisco ha sufrido de gobiernos profundamente oscuros u opacos. Gestión pública sin transparencia. Gastos que sólo se justifican con cuadraturas contables, obras que tienen costos inciertos, contratos de obra pública que se otorgan a constructoras nuevas y sin antecedentes comprobables, sociedades anónimas beneficiadas que levantan la sospecha del tráfico de influencias, nóminas de cortesía para amigos y familiares, funcionarios públicos de dudosa preparación profesional, programación del desarrollo, llena de improvisaciones y desatinos, presupuestación duplicada o engañosa, auditorias sin resultados, gastos de publicidad para el culto de los gobernantes maquillados de obra social, muchísimos y muy costosos viajes al extranjero que no dejan beneficios al pueblo, cifras de marginación que se ocultan o deforman, son sólo una muestra de la opacidad de los gobiernos -Estatal y municipales- de Jalisco.


Por ello se propone modernizar la legislación del Estado en materia de transparencia y acceso a la información, creando un marco jurídico eficiente y riguroso que encause a las instituciones públicas hacia esos derroteros.

Este nuevo marco jurídico necesita de una reforma constitucional que otorgue al Consejo Electoral de nuevas y mayores facultades, para que se constituya en una institución más fuerte y con mayor presencia en el ámbito democrático de Jalisco. 


Hoy en día el Consejo Electoral tiene bajo su responsabilidad, dos de las principales asignaturas para consolidar una sociedad democrática; los procesos electorales y la participación ciudadana (vía plebiscito, referéndum e iniciativa popular). Estas facultades le dan al Consejo un peso político trascendental en la vida democrática de la comunidad. Por ello es conveniente que dicha institución recoja las facultades de impulsar la transparencia y salvaguardar el derecho de acceso a la información. Con este rubro, el Consejo se consolida como un auténtico órgano para el desarrollo democrático de la entidad y le perfila como una institución especializada en el mejoramiento político de la sociedad. 

Pulcritud electoral, participación ciudadana y transparencia administrativa, son -como se dijo- puntuales de la democracia. La ausencia de cualquiera de ellos conlleva una regresión y frustra los objetivos sociales de nuestro sistema político, al orillarlo al autoritarismo, la corrupción y al imperio de la ilegalidad.

La estrecha relación conceptual de los tres elementos en torno a la democracia, hacen del Consejo Electoral, la institución idónea para llevar a buen término las tareas que le impondrían la nueva legislación que se propone. 


Entonces, por tratarse de actividades unidas en el propósito de elevar nuestra vida democrática, se propone que el nuevo organismo constitucional, se denomine Consejo Electoral y Desarrollo Democrático y se constituya en la institución encargada de la procuración de la transparencia administrativa y el acceso a la información pública.

Esta percepción da congruencia funcional al organismo, sustentabilidad presupuestal y racionalidad teleológica al proyecto.

Por lo anteriormente expuesto se modifica la estructura del artículo 12 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, a fin de englobar en ese precepto -de manera general- las atribuciones del organismo, distintas en lo material, pero semejantes en los propósitos finales, que, como se dijo son el desarrollo pleno de nuestra vida democrática.

Las demás reformas constituyen adecuaciones formales que en nada alteran su impacto en la práctica jurídica.


En mérito de lo expuesto, elevo para su consideración, la siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA LA FRACCION III Y EL SEGUNDO PARRAFO Y ADICIONA EL PARRAFO TERCERO RECORRIENDOSE EL SIGUIENTE EN SU ORDEN DEL ARTICULO 12; Y REFORMA LOS ARTICULOS  13, 21, 34, 35, 47, 50, 70, 72, 76, 78, 84, 92, 97 Y 100 DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO.
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